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(…)
La Sala encuentra que en el presente caso, la UARIV no vulneró los derechos fundamentales de la accionante debido a que la actuación administrativa surtida se fundamentó en la información recopilada, en el entendido de no tener certeza que  el homicidio del señor PAUM fue un hecho relacionado con el conflicto armado, tal como lo argumentó dicha entidad en los diferentes actos administrativos por medio de los cuales se analizó el caso de la peticionario.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, siete (7) de febrero de dos mil dieciocho  (2018)
Aprobado por Acta No.0116
Hora: 3:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora María Rosario Marín Orozco  frente al fallo emitido el 22 de diciembre de 2017 por el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad  dentro de la tutela instaurada por la accionante en contra de la Unidad Para la Atención y Reparación Integral de Víctimas UARIV.
2. ANTECEDENTES 
2.1. La señora María Rosario Marín Orozco informó que el 11 de septiembre de 2014 declaró ante la Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal tanto el homicidio de su hijo Pedro Ángel Usma Marín ocurrido el 27 de marzo de 1994 como el hecho de desplazamiento forzado de su grupo familiar compuesto con los señores José Nelson Usma Marín, William de Jesús Usma Marín, María Oneida Usma Marín, Doralba Usma Marín y María Amparo Usma Marín.

La UARIV mediante Resolución No.2014-722383 del 22 de diciembre de 2014 incluyó en el Registro Único de Víctimas RUV a los señores María Rosario Marín Orozco, William de Jesús Usma Marín y Doralba Usma Marín María a quienes se les reconoció el hecho victimizante de desplazamiento forzado. Igualmente, en dicho acto administrativo, se resolvió no reconocer a la accionante ni a su grupo familiar con respecto al hecho victimizante de homicidio del señor Pedro ángel Usma Marín, por lo que la actora interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación en contra de dicha decisión, la cual fue no fue modificada según lo dispuesto en las Resoluciones Nos.2014-722383R del 28 de agosto 2015 y No.8133 del 4 de diciembre de 2015, respectivamente.

La UARIV negó la revocatoria directa de la resolución No.2014-722383 del 22 de diciembre de 2014, mediante el acto administrativo No.201746057 del 1º de septiembre de 2017 por las razones expuestas en el mismo, lo que consideró la accionante una vulneración a sus derechos fundamentales y a los de su familia.

Por lo anterior, solicitó que se ordenara a la UARIV la inclusión  en el RUV por haber sido desplazada del corregimiento de Arauca ubicado en Palestina, Caldas, y por el homicidio de su hijo Pedro Nel Usma Marín, quien considera, fue asesinado por grupos al margen de la ley.
2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con el escrito de la demanda (Fls. 4-42)
2.3.  La UARIV contestó a la demanda de tutela el 28 de diciembre de 2017, luego de haberse proferido el fallo de primer nivel; por tal motivo, no se tendrá en cuenta dicha respuesta, por ser extemporánea (Fls. 51 y 52) 
3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 22 de diciembre de 2017 el Juzgado 1° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital denegó el amparo invocado por la señora María Rosario Marín Orozco por considerar que en este caso la misma contaba con otro mecanismo de defensa ante la jurisdicción contenciosa administrativa y por cuanto no se advertía un perjuicio irremediable para ordenar la inclusión en el RUV por el homicidio del señor Pedro Ángel Usma Marín (Fls. 46-48).
Dicha decisión fue notificada a la accionante personalmente el 2 de enero de 2018 (Fl. 49). 
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

El 4 de enero de 2018 la señora María Rosario Marín Orozco presentó un escrito mediante el cual indicó que no se encontraba conforme con lo argumentado por el A quo en cuanto a que no se había acreditado un perjuicio irremediable.  Al respecto, señaló que  su mínimo vital se encuentra afectado por cuanto tiene 66 años de edad y nadie le da trabajo, no cuenta con pensión alguna y depende económicamente de una hija con la que vive junto con dos nietas, sin que tenga más familiares que le ayuden por cuanto debió dejar el lugar donde vivía; además, al no encontrarse incluida en el RUV no puede acceder a las ayudas humanitarias y a la indemnización respectiva.

Insistió que la UARIV no tuvo en cuenta que la muerte de su hijo se dio por grupos armados que en el año 1994 y posteriormente su familia tuvo que salir del sitio donde residían para la protección de sus vidas, lo que le impide ser registrada e incluida como desplazada.

Por lo anterior, solicitó que se amparen sus derechos fundamentales (Fls. 55 y 56)

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5.  El tema de la población desplazada en Colombia ha sido debatido ampliamente por el Tribunal Constitucional, por la especial protección de que gozan quienes padecen este flagelo, como consecuencia de la condición de marginalidad y extrema vulnerabilidad. En este sentido, la sentencia T-563/05 indicó:
"En efecto, debido a la masiva, sistemática y continua vulneración de derechos fundamentales de la que son objeto, estas personas se encuentran en una especial condición de vulnerabilidad, exclusión y marginalidad, entendida la primera como aquella situación que sin ser elegida por el individuo, le impide acceder a aquellas garantías mínimas que le permiten la realización de sus derechos económicos, sociales y culturales y, en este orden, la adopción de un proyecto de vida; la segunda, como la ruptura de los vínculos que unen a una persona a su comunidad de origen; y, la tercera, como aquélla situación en la que se encuentra un individuo que hace parte de un nuevo escenario en el que no pertenece al grupo de beneficiarios directos de los intercambios regulares y del reconocimiento social. Estas dramáticas características convierten a la población desplazada en sujetos de especial protección constitucional, lo cual debe manifestarse no sólo en el diseño de una política pública de carácter especial, sino en la asignación prioritaria de recursos para su atención, incluso por encima del gasto público social”.  (Subrayas nuestras)
5.6. DEL CASO EN CONCRETO

5.6.1. Acudió la señora María Rosario Marín Orozco  a la acción de amparo con el fin de que el juez de tutela interviniera y ordenara a la UARIV su inscripción y el de su hogar en el Registro Único de Víctimas RUV por el homicidio de su hijo Pedro Ángel Usma Marín, ocurrido el 27 de marzo de 1994 en el municipio de Palestina, por considerar que tal hecho se dio por un grupo armado al margen de la ley.

5.6.2.  De las pruebas recaudadas en el expediente, se observa que la accionante hizo los reclamos correspondientes en contra de las determinaciones tomadas por la UARIV en los actos administrativos que negaron su inclusión y la de su núcleo familiar en el RUV por el hecho victimizante antes aludido, al punto de haber solicitado la revocatoria directa de la resolución No.2014-722383 del 22 de diciembre de 2014, sin que la entidad accediera a su pretensión.  Lo que significa que la señora Marín Orozco agotó el mecanismo de control contemplado en el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso Administrativo.  De tal manera, que por ser la actora una persona en situación de vulnerabilidad por el desplazamiento forzoso del cual fue víctima y por  cuanto lo pretendido por la misma es acerca de la inclusión en el Registro Único de Víctimas, el examen de procedibilidad de la acción de tutela debe ser más flexible, en consecuencia, se verificará si en este asunto en particular procede el amparo invocado. 

5.6.3.  Sea lo primero reiterar que uno de los principios que rigen la procedencia de la acción de tutela es la inmediatez.  Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que  “la solicitud de amparo puede formularse en cualquier tiempo, es decir, no tiene término de caducidad
, su interposición debe hacerse dentro de un plazo razonable, oportuno y justo
, habida cuenta de que su razón de ser es la protección inmediata y urgente de los derechos fundamentales vulnerados o amenazados
. En tal sentido, la regla de inmediatez se encuentra orientada a la protección de la seguridad jurídica y los intereses de terceros
”. En el asunto de la referencia, el requisito de inmediatez se encuentra verificado toda vez que entre la fecha en que la UARIV resolvió mediante la Resolución No. 201746057 del 1º de septiembre de 2017 la solicitud de revocatoria directa de la Resolución No.2014-722383 del 22 de diciembre de 2014  y la fecha en que se instauró la acción de tutela (14 de diciembre de 2017), sólo transcurrieron tres (3) meses, tiempo que se considera razonable, en especial si se tiene en cuenta las condiciones personales de la accionante. Por lo tanto, la Sala deberá establecer si, tal como lo indicó la impugnante, la UARIV le vulneró sus derechos fundamentales al no haberla incluido en el RUV con fundamento en que  el homicidio de su hijo no tiene relación con el conflicto armado.
5.6.4. Con relación al concepto de víctima del conflicto armado establecido por el artículo 3 de la Ley 1448 de 2011, la Corte Constitucional en la Sentencia T-478 de 2017, concluyó lo siguiente:
“(…) 14. En conclusión, para la aplicación del concepto de víctima del conflicto armado establecido por el artículo 3º de la Ley 1448 de 2011, se deben tener en cuenta las siguientes reglas jurisprudenciales, a saber: (i) la norma contiene una definición operativa del término “víctima”, en la medida en que no define la condición fáctica de víctima, sino que determina un ámbito de destinatarios para las medidas especiales de protección contempladas en dicho estatuto legal; (ii) la expresión “conflicto armado interno” debe entenderse a partir de una concepción amplia, es decir, en contraposición a una noción estrecha o restrictiva de dicho fenómeno
, pues ésta última vulnera los derechos de las víctimas; (iii) la expresión “con ocasión del conflicto armado” cobija diversas situaciones ocurridas en el contexto del conflicto armado. Por ende, se debe atender a criterios objetivos para establecer si un hecho victimizante tuvo lugar con ocasión del conflicto armado interno o si, por el contrario, se halla excluido del ámbito de aplicación de la norma por haber sido perpetrado por “delincuencia común”; (iv) con todo, existen “zonas grises”, es decir, supuestos de hecho en los cuales no resulta clara la ausencia de relación con el conflicto armado. En tales eventos, es indispensable llevar a cabo una valoración de cada caso concreto y de su contexto para establecer si existe una relación cercana y suficiente con la confrontación interna. En estos casos, no es admisible excluir a priori la aplicación de la Ley 1448 de 2011; (v) en caso de duda respecto de si un hecho determinado ocurrió con ocasión del conflicto armado, debe aplicarse la definición de conflicto armado interno que resulte más favorable a los derechos de las víctimas; (vi) la condición de víctima no puede establecerse únicamente con base en la calidad o condición específica del sujeto que cometió el hecho victimizante; y (vii) los hechos atribuidos a los grupos post-desmovilización se considera ocurridos en el contexto del conflicto armado, siempre que se logre establecer su relación de conexidad con la confrontación interna” (Subrayas propias) 

Más adelante, en esa misma sentencia, la Corte Constitucional reiteró el derecho fundamental de las víctimas del conflicto armado interno a la inclusión en el Registro Único de Víctimas (RUV) y su importancia, así:

 “(…) 15. De conformidad con los artículos 154 de la Ley 1448 de 2011
 y 17 del Decreto 4800 de 2011
, la UARIV es la entidad responsable del Registro Único de Víctimas RUV, el cual reemplazó al Registro Único para la Población Desplazada (RUPD) 
. 

A su turno, el citado decreto define al RUV como “una herramienta administrativa que soporta el procedimiento de registro de las víctimas”
. Además, aclara que la condición de víctima es una situación fáctica que no se encuentra supeditada al reconocimiento oficial a través de la inscripción en el Registro “pues cumple únicamente el propósito de servir de herramienta técnica para la identificación de la población que ha sufrido un daño en los términos del artículo 3° de la Ley 1448 de 2011 y de sus necesidades”
. Igualmente, el artículo 19 del Decreto 4800 de 2011 enuncia, como mandatos que orientan las normas sobre Registro Único de Víctimas, los principios de favorabilidad, buena fe, prevalencia del derecho sustancial propio del Estado Social de Derecho, participación conjunta y confianza legítima, entre otros
.
En consonancia con lo anterior, la Corte Constitucional, por ejemplo en la sentencia T-004 de 2014
, ha señalado que el RUV es una herramienta de carácter técnico que no define u otorga la condición de víctima, sino que la reconoce para efectos de identificar a los destinatarios de determinadas medidas encaminadas a la protección específica, prevalente y diferencial de sus derechos. Por ende, como lo recordó la ya citada sentencia T-290 de 2016
, la condición de víctima del conflicto armado interno genera el derecho a la inclusión en el RUV de forma individual o con su núcleo familiar, en los términos del artículo 3º de la Ley 1448 de 2011.

Adicionalmente, esta Corporación ha reconocido la importancia del Registro Único de Víctimas en múltiples pronunciamientos
 y ha resaltado que la inscripción en el RUV constituye un derecho fundamental de las víctimas. En efecto, la inclusión de una persona en el RUV implica, entre otros beneficios: (i) la posibilidad de afiliación al Régimen Subsidiado de salud por el solo hecho de la inclusión en el RUV, en caso de carecer de capacidad de pago suficiente para acceder al Régimen Contributivo
; (ii) determina el momento en el cual se adquiere el derecho a recibir la ayuda humanitaria de emergencia o de transición (según el caso) y cesa, por lo tanto, la asistencia humanitaria inmediata
. Una vez superadas dichas carencias, permite la priorización para el acceso a las medidas de reparación y particularmente a la medida de indemnización, así como a la oferta estatal aplicable para avanzar en la superación de la situación de vulnerabilidad; (iii) implica el envío de la información relativa a los hechos delictivos que fueron narrados como victimizantes para que la Fiscalía General de la Nación adelante las investigaciones necesarias
; (iv) permite el acceso a los programas de empleo contemplados para la población desplazada
; y (v) en general, posibilita el acceso a las medidas de asistencia y reparación previstas en la Ley 1448 de 2011, las cuales dependerán de la vulneración de derechos y de las características del hecho victimizante, siempre y cuando la solicitud se presente dentro de los cuatro años siguientes a la expedición de la norma
. 
16. En conclusión, el Registro Único de Víctimas (RUV) es una herramienta administrativa de gran importancia, pues ella materializa la realización del derecho fundamental de las víctimas del desplazamiento forzado a ser reconocidas como tales y soporta el procedimiento de registro de las víctimas, que se encuentra a cargo de la UARIV. En su labor, dicha institución debe observar los principios de favorabilidad, buena fe, confianza legítima y prevalencia del derecho sustancial, entre otros. Por ende, para la inclusión en el RUV únicamente pueden exigirse los requisitos que la ley prevé expresamente.
5.6.5. En el presente asunto, insistió la impugnante que la UARIV no tuvo en cuenta las declaraciones que se hicieron con relación a la violencia generada por el conflicto armado interno para el año 1994, la que tuvo que soportar junto con su familia y  de la que se desprendió la muerte de su hijo a manos de un grupo armado el 27 de marzo de ese mismo año.  Por su parte, de los argumentos usados por la UARIV en los diferentes actos administrativos, se puede deducir que esa entidad  hizo un análisis legal sobre la petición de la actora, se situó en las circunstancias de tiempo, modo y lugar sobre el incremento de violencia en el municipio de Palestina y en el departamento de Caldas por lo que consideró viable incluir a la accionante en el RUV.   Igualmente, dicha entidad señaló que analizados los hechos y con fundamento en el uso de las herramientas y los documentos aportados por la peticionaria, se encontró una certificación de la Fiscalía General de la Nación sobre la investigación preliminar bajo el radicado No.1236, según el cual se había adelantado la investigación “sin obtenerse la identificación del autor o autores de la muerte del señor USMA MARÍN” por lo cual las diligencias se encuentran archivadas con resolución de suspensión y en tal virtud, concluyó “no se logran identificar elementos precisos que permitan establecer que el hecho de homicidio haya ocurrido en el marco del conflicto armado interno según la definición presentada.”
 Así mismo, la UARIV al estudiar los recursos de reposición y apelación interpuestos en contra de la Resolución No.2014-722383 del 22 de diciembre de 2014 argumentó: “se evidencia que efectivamente que el hijo de la Señora MARIA ROSARIO MARIN OROZCO, perdió la vida, sin embargo, no es posible evidenciar que los hechos narrados tanto en la Declaración como en el escrito de  impugnación se enmarquen dentro de los parámetros establecidos en la Ley 1448 de 2011, pues la recurrente en su declaración inicial revela frente a los hechos lo siguiente:  “mi hijo estaba esperando que llegara la energía y que escampara un poco para regresar a la casa como a eso de las 8 pm (…) cuando a mi hijo le dispararon (…)”.
  
5.6.6. De acuerdo a lo anterior, obra en la foliatura una constancia del 8 de agosto de 2013 de la Fiscal 2ª Seccional de Chinchiná, Caldas, en la que se certificó que se adelantó una investigación por el delito de homicidio del señor Pedro Ángel Usma Marín, fallecido el 28 de marzo de 1994 a causa de heridas producidas con arma de fuego en hechos ocurridos en el corregimiento de Arauca, Palestina, sin obtenerse la identificación del autor o autores de la muerte del señor Usma Marín, por lo que las diligencia se encuentran archivadas con resolución de suspensión desde el 18 de mayo de 1995 (Fl.40).   En tal virtud, la UARIV consideró que no había lugar a acceder a la solicitud de revocatoria directa de los actos administrativos que negaron la inscripción en el RUV de la accionante por la muerte de su hijo, al encontrar que los mismos gozaban de legalidad  y no causaron un agravio injustificado a la declarante (fls. 31-35).

5.6.7. La Sala encuentra que en el presente caso, la UARIV no vulneró los derechos fundamentales de la accionante debido a que la actuación administrativa surtida se fundamentó en la información recopilada, en el entendido de no tener certeza que  el homicidio del señor Pedro ángel Usma Marín fue un hecho relacionado con el conflicto armado, tal como lo argumentó dicha entidad en los diferentes actos administrativos por medio de los cuales se analizó el caso de la peticionario. 

Por lo anterior, esta Sala concluye que el amparo invocado por la señora María Rosario Marín Orozco no tenía vocación de prosperar. En tal virtud, se confirmará el fallo estudiado.

DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 22 de diciembre  de 2017 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, dentro de la acción de tutela presentada por María Rosario Marín Orozco en contra de la Unidad Para la Atención y Reparación a Víctimas .
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Corte Constitucional. Sentencia T-004 de 2014. Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-290 de 2016. Magistrado Ponente: Alberto Rojas Ríos. 


� Ver, entre otras, sentencias T-004 de 2014. Magistrado Ponente: Mauricio González Cuervo; T-087 de 2014. Magistrado Ponente: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; T-525 de 2013. Magistrado Ponente: Alexei Julio Estrada: y T-573 de 2015. Magistrada Ponente: María Victoria Calle Correa. 


� Ley 1448 de 2011. Artículo 52. 


� Ley 1448 de 2011. Artículos 62 a 65. 


� Ley 1448 de 2011. Artículo 64. 


� Ley 1448 de 2011. Artículo 65. 


� Ley 1448 de 2011.Artículos 155 y 156. 


� Folio 8,  apartes de la Resolución 2014-722383 del 22 de diciembre de 2014





� Folios 21 y 22, apartes de la resolución No.8133 del 4 de diciembre de 2015
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